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SEÑOR  
JUEZ LABORAL DEL CIRCUITO DE BUENAVENTURA (Reparto) 
E.                           S.                                       D. 
 
 
 

REFERENCIA: DEMANDA ORDINARIA LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA 

 
 
DIANA CAROLINA CASTILLO GUEVARA, mayor y vecina de esta ciudad, 
abogada en ejercicio, identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 1.111.764.508 
de Buenaventura (V), abogada en ejercicio con T.P. No. 313.183 del C.S.J, obrando 
en mi condición de Apoderada Judicial de la señora DORIS MARLENY ZUÑIGA, 
persona igualmente mayor y vecina de esta ciudad, identificada con la Cédula de 
Ciudadanía 66.743.534 de Buenaventura (V), conforme al poder que adjunto, 
respetuosamente me permito impetrar ante su despacho DEMANDA ORDINARIA 
LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA en contra de la empresa OPERADOR DE 
SERVICIOS EXCELSIOR SAS, identificado con el Nit. 900.445.786, identificado 
con el Nit. 900.445.786, Domicilio principal Barranquilla, representada legalmente 
por la señora ADRIANA MARGARITA MACIAS OSPINO o por quien haga sus 
veces,  - MAYORDOMIA Y SERVICIOS S.A MAYORDOMIA S.A, bajo el  NIT 
800.101.141-6,  representada legalmente por la señora TULIA DEL CARMEN 
ESCAMILLA CONTRERAS, la empresa OPERADOR DE MERCADOS & 
GRANDES SUPERFICIES SAS, identificado con el Nit. 800.101.141-6, Domicilio 
en Cali representada legalmente por la señora JEYMI PATRICIA HILDALGO 
SOTO o por quien haga sus veces al momento de la notificación de la presente 
demanda, y en virtud del artículo 34 del C.S.T., solidariamente a la OLIMPICA DE 
BUENAVENTURA, identificada con el Nit, 890.107.487-3, representada legalmente 
por el señor CHAR CHALJUB ANTONIO, o quien haga sus veces, como  para que 
mediante el trámite legal correspondiente y mediante sentencia se confieran las 
condenas que indicare en la parte petitoria, teniendo en cuenta lo siguiente:  
 
 

I. PARTES PROCESALES: 
 

1. DEMANDANTE:        DORIS MARLENY ZUÑIGA  
                             Cédula de ciudadanía 66.743.534 de Buenaventura (V) 
                             Celular. 3233747359 
                             Canal Digital. Mariafernandazuniga585@gmail.com 
                                
 

           APODERADA:        DIANA CAROLINA CASTILLO GUEVARA 
                                      Cédula de ciudadanía Nº 1.107.069.538 Cali (V) 
                                      T.P N° 216.818 del C. S de la J. 
                                  Calle 11 No. 5-61 Oficina 303 Edificio Valher                         
                                 Celular: 318-8946273 
                                       Canal Digital. Valentinavargas0217@outlook.es 
 

2. DEMANDADOS:      OPERADOR DE MERCADOS & GRANDES    
                              SUPERFICIES SAS,  identificado con el Nit.  
                              900.445.786 
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3.                            :  OPERADOR DE SERVICIOS EXCELSIOR SAS,  

                              identificado con el Nit. 800.101.141-6 
 

4.                            :  MAYORDOMIA Y SERVICIOS S.A MAYORDOMIA       
                                 S.A, bajo el NIT 800.101.141-6,   
 

5. SOLIDARIAMENTE:   OLIMPICA DE BUENAVENTURA 
                              identificado con el Nit. 890.107.487-3 

 
 

II. HECHOS 
 

HECHO PRIMERO La señora DORIS MARLENY ZUÑIGA, nació el 08 de mayo de 1968, 
por lo que, a la fecha de la presentación de esta demanda, cuenta con 54 
años de edad. 

 
HECHO SEGUNDO La señora DORIS MARLENY ZUÑIGA estuvo vinculada para la 

empresa OPERADOR DE MERCADOS Y GRANDES SUPERFICIES SAS – 
OMGS S.A.S, identificado con el Nit. 900.445.786, representada legalmente 
por la señora JEYMI PATRICIA HILDALGO SOTO, mediante contrato de 
trabajo indefinido. 

 
HECHO TERCERO Manifiesta mi poderdante, señora DORIS MARLENY ZUÑIGA, que la 

usuaria de la prestación del servicio era la empresa OLIMPICA DE 
BUENAVENTURA.  
 

HECHO CUARTO Que la señora DORIS MARLENY ZUÑIGA inicio sus labores para la 
empresa OPERADOR DE MERCADOS Y GRANDES SUPERFICIES SAS – 
OMGS S.A.S, identificado con el Nit. 900.445.786, representada legalmente 
por la señora JEYMI PATRICIA HILDALGO SOTO, desde el 01 de julio del 
2011 y se prolongó hasta el 31 de mayo de 2019, fecha en que fue despedida 
sin motivo alguno.  
 

HECHO QUINTO Que la señora DORIS MARLENY ZUÑIGA fue vinculada a laborar para 
el cargo de Auxiliar de Aseo, prestando sus servicios en la empresa usuaria y 
beneficiaria de los servicios OLIMPICA DE BUENAVENTURA, Nit, 
890.107.487-3, representada legalmente por el señor CHAR CHALJUB 
ANTONIO, o quien haga sus veces. 
 

 
HECHO SEXTO Que las funciones laborales que desempeñaba la señora DORIS 

MARLENY ZUÑIGA, en la empresa  OLIMPICA DE BUENAVENTURA eran 
las siguientes: 
 

• Realizar la limpieza de oficinas, pasillos, baños y punto de venta 

• Desinfección de las áreas que lo requerían 
• Limpiar paredes, puertas, vidrios, ventanales, escritorios, 

mesones, muebles y demás enseres 
• Mantener limpio y en orden el cuarto de aseo o lugar que haga sus 

veces 
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• Recoger, embolsar y colocar la basura en sus respectivos 
depósitos.  

 
HECHO SÉPTIMO Que la señora DORIS MARLENY ZUÑIGA, tenía tres horarios 

laborales; Jornada de la mañana de 6:00 am a 2:00 pm; Jornada de la Tarde 
de 2:pm a 10:00 pm y Jornada de la noche 8:00 pm a 6:00 am. 
 

HECHO OCTAVO Que la señora DORIS MARLENY ZUÑIGA, prestaba sus servicios como 
auxiliar de aseo para en la empresa OLIMPICA DE BUENAVENTURA de 
LUNES A DOMINGO. 
 

HECHO NOVENO Aunado a lo anterior la señora DORIS MARLENY ZUÑIGA por 
desempeñar sus labores ganaba una asignación básica mensual para el año 
2011, era de QUINIENTOS TREINTA Y CINCO MIL SEICIENTOS MIL 
PESOS $ 535.600.  
 

HECHO DÉCIMO Que el pago del salario era cancelado en dos quincenas; Los quince (15) 
y los treinta (30) días de cada mes.  
 

HECHO UNDÉCIMO  Que, la labor encomendada fue ejecutada por mi representada de 
manera personal, atendiendo las instrucciones del empleador y cumpliendo 
con el horario de trabajo señalado por éste, sin que se llegará a presentar 
queja alguna o llamado de atención contra mi poderdante. 
 

 
HECHO DUODÉCIMO Que, la señora DORIS MARLENY ZUÑIGA, desde su vinculación con 

la empresa OPERADOR DE MERCADOS Y GRANDES SUPERFICIES SAS 
– OMGS S.A.S, identificado con el Nit. 900.445.786, siempre estuvo 
prestando sus servicios a la beneficiaria OLIMPICA DE BUENAVENTURA. 

 
HECHO DECIMOTERCERO  Que mi poderdante sufrió accidente laboral el 02 de marzo de 

2013, de conformidad con el formato de investigación de incidentes y 
accidentes de trabajo, emitido por la ARL SURA.  
 
 

HECHO DECIMOCUARTO Que de acuerdo con dicho informe la descripción del 
accidente sufrido por mi poderdante sucedido de la siguiente manera: 

 
“(…) El día 02 de marzo de 2013, la Sra. Doris Zúñiga se 
encontraba en la tienda Olímpica de Buenaventura en el área 
de recibo aproximadamente a las 11:30 am; Estaba bajando 
un tarro de basura por la escalera de acceso a la bodega el 
tarro le deslizo y le cayo sobre el tobillo del pie derecho 
causándole dolor, hinchazón; La trabajadora continua sus 
labores normales hasta el finalizar el turno. La Sra. Doris aviso 
lo sucedido a un funcionario de la empresa cliente.  (…)”. 
 

HECHO DECIMOQUINTO Aunado a lo anterior mi prohijada señora DORIS 
MARLENY ZUÑIGA, por el accidente laboral que sufrió adquirió las 
siguientes patologías como lo son: 
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• Traumatismo de otros tendones y músculos del pie y el tobillo 
• Ruptura de ligamentos a nivel del tobillo y del pie 
• Esguinces y torceduras del tobillo 
• Fractura del maléolo externo 

 
 

HECHO DECIMOSEXTO Que, en el proceso de recuperación, tuvo 
recomendaciones emitidas por ortopedia y traumatología, el 18 de abril de 
2018, en el que la empresa OPERADOR DE MERCADOS Y GRANDES 
SUPERFICIES SAS – OMGS S.A.S, le ordena que debe realizar pautas 
activas designadas entre otras recomendaciones.  
 

HECHO DECIMOSÉPTIMO Que mi prohijada fue retirada de su cargo AUXILIAR 
DE ASEO a partir del 31 de mayo de 2019, por parte de la empresa 
OLIMPICA DE BUENAVENTURA, quien sin motivo alguno no la dejó entrar 
más a sus instalaciones.  
 

HECHO DECIMOCTAVO Que desde el 01 de junio de 2019 mi prohijada se 
presentaba todos los días a la empresa OLIMPICA DE BUENAVENTURA, a 
preguntar por su situación laboral, toda vez que no se le había notificado ni 
terminado su contrato laboral, sin embargo, no obtuvo respuesta alguna.  
 

HECHO DECIMONOVENO Que esta situación de presentarse a la empresa 
OLIMPICA BUENAVENTURA, se extendió todos los días hasta el 31 de 
agosto de 2019, esto por cuanto no se le había aclarado su situación laboral. 
 

HECHO VIGÉSIMO Que se presentó de igual manera a las instalaciones de la 
empresa OPERADOR DE MERCADOS Y GRANDES SUPERFICIES SAS – OMGS 
S.A.S, sin obtener respuesta alguna, toda vez que al dirigirse a esa dirección Calle 25 
Norte 5 A – 43 Oficina 201, ubicada en el municipio de Cali, se encontraba vacía.  

 
HECHO VIGÉSIMO PRIMERO Que las Empresas OPERADOR DE SERVICIOS 

EXCELSIOR SAS, OPERADOR DE MERCADOS & GRANDES 
SUPERFICIES SAS, y solidariamente a la OLIMPICA DE 
BUENAVENTURA, a pesar de tener conocimiento de las patologías de la 
señora DORIS MARLENY ZUÑIGA, aun así, decidieron dar por terminado 
de manera unilateral el contrato a término indefinido, de conformidad con los 
mensajes internos que tenían el señor LEONARDO MARCIAS OSPINO, 
Gerente Regional Occidente de Operador de Servicios y GERMAN 
CASTRO, en calidad de GERENTE STO 557 de la OLIMPICA DE 
BUENAVENTURA.  
 

HECHO VIGÉSIMO SEGUNDO Se considera que el «motivo oculto» del despido de mi 
poderdante fue su situación de patologías, y que, para tal efecto, la empresa 
terminó unilateralmente el vínculo laboral.  
 

HECHO VIGÉSIMO TERCERO Que, la señora DORIS MARLENY ZUÑIGA elevó 
derecho de petición, el pasado 13 de marzo de 2020, ante las instalaciones 
de la OLIMPICA DE BUENAVENTURA – GERENCIA, con la finalidad de 
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que se allegara la copia de la liquidación de las prestaciones sociales, copia 
del contrato, y todos los documentos de su historia laboral.  
 

HECHO VIGÉSIMO CUARTO Que se recibe el 22 de mayo de 2020, respuesta del Jefe 
de Relaciones Laborales de la Olímpica, quien señala que la señora DORIS 
MARLENY ZUÑIGA, no figura como trabajadora, ni extrabajadora de la 
compañía, que motivo por el cual se encontraban imposibilitados para 
suministrar la información requerida.  
 

HECHO VIGÉSIMO QUINTO Que así mismo se radicó para el 13 de marzo de 2020, 
derecho de petición dirigido a OPERADORES DE MERCADOS Y GRANDES 
SEPERFICIES SAS, ante las dependencias de la OLIMPICA DE 
BUENAVENTURA, teniendo en cuenta que la señora DORIS MARLENY 
ZUÑIGA, era enviada a misión por esta.  
 

HECHO VIGÉSIMO SEXTO  Que no se recibe respuesta por parte de la OLIMPICA 
DE BUENAVENTURA, respecto del derecho de petición radicado en dichas 
instancias.  
 

HECHO VIGÉSIMO SÉPTIMO Que por lo anterior manifestado, se envió derecho de 
petición  el 16 de octubre de 2020, a las empresas OPERADOR DE 
SERVICIOS EXCELSIOR SAS, MAYORDOMIA Y SERVICIOS S.A 
MAYORDOMIA S.A, OPERADOR DE MERCADOS & GRANDES 
SUPERFICIES SAS, a los correos que aparecen en el certificado de 
existencia y representación legal, expedido por la Cámara de Comercio de Cali, 
sin embargo fue imposible obtener respuesta por algunas de las entidades.  

 
 

HECHO VIGÉSIMO OCTAVO Lo axiomático señor(a) Juez es que la señora DORIS 
MARLENY ZUÑIGA , no se le cumplieron las mínimas garantías legales y 
constitucionales que deben primar en un proceso, en avenencia del artículo 
29 de la C.N, toda vez que la empresa no efectúo los procedimientos 
necesarios y conducentes para brindarle seguridad en el traslado de ciudad a 
mi prohijada. 

 
III. DECLARACIONES Y CONDENAS 

 
Con fundamento en los hechos expuestos, muy comedidamente solicito al señor 
juez, que previo el reconocimiento de mi personería para actuar como Apoderada 
de la parte demandante. Y cumplidos los trámites del proceso ordinario laboral de 
mayor cuantía, se declare: 
3.1. DECLARACIONES 
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Que entre las Empresas OPERADOR DE SERVICIOS EXCELSIOR SAS, 
identificado con el Nit. 900.445.786, identificado con el Nit. 900.445.786, Domicilio 
principal Barranquilla, representada legalmente por la señora ADRIANA 
MARGARITA MACIAS OSPINO o por quien haga sus veces,  - MAYORDOMIA 
Y SERVICIOS S.A MAYORDOMIA S.A, bajo el  NIT 800.101.141-6,  
representada legalmente por la señora TULIA DEL CARMEN ESCAMILLA 
CONTRERAS, la empresa OPERADOR DE MERCADOS & GRANDES 
SUPERFICIES SAS, identificado con el Nit. 800.101.141-6, Domicilio en Cali 
representada legalmente por la señora JEYMI PATRICIA HILDALGO SOTO o por 
quien haga sus veces al momento de la notificación de la presente demanda, y en 
virtud del artículo 34 del C.S.T., solidariamente a la OLIMPICA DE 
BUENAVENTURA, identificada con el Nit, 890.107.487-3, representada legalmente 
por el señor CHAR CHALJUB ANTONIO, o quien haga sus veces y mi poderdante, 
la señora DORIS MARLENY ZUÑIGA, existió un contrato de trabajo durante los 
extremos temporales comprendidos entre los días 01 de julio  del 2011, hasta el 31 
de mayo de 2019, desempeñando el cargo de “Auxiliar de aseo”, en la ciudad de 
Buenaventura (V). 
 
3.1.2. Que las Empresas OPERADOR DE SERVICIOS EXCELSIOR SAS, 
identificado con el Nit. 900.445.786, identificado con el Nit. 900.445.786, Domicilio 
principal Barranquilla, representada legalmente por la señora ADRIANA 
MARGARITA MACIAS OSPINO o por quien haga sus veces,  - MAYORDOMIA 
Y SERVICIOS S.A MAYORDOMIA S.A, bajo el  NIT 800.101.141-6,  
representada legalmente por la señora TULIA DEL CARMEN ESCAMILLA 
CONTRERAS, la empresa OPERADOR DE MERCADOS & GRANDES 
SUPERFICIES SAS, identificado con el Nit. 800.101.141-6, Domicilio en Cali 
representada legalmente por la señora JEYMI PATRICIA HILDALGO SOTO o por 
quien haga sus veces al momento de la notificación de la presente demanda, y en 
virtud del artículo 34 del C.S.T., solidariamente a la OLIMPICA DE 
BUENAVENTURA, identificada con el Nit, 890.107.487-3, representada legalmente 
por el señor CHAR CHALJUB ANTONIO, o quien haga sus veces, dio por 
terminado el contrato de trabajo celebrado con la demandante, el día 31 de mayo 
de 2019, sin justa causa para ello debidamente comprobada. 
 
3.1.3. Que las Empresas OPERADOR DE SERVICIOS EXCELSIOR SAS, 
identificado con el Nit. 900.445.786, identificado con el Nit. 900.445.786, Domicilio 
principal Barranquilla, representada legalmente por la señora ADRIANA 
MARGARITA MACIAS OSPINO o por quien haga sus veces,  - MAYORDOMIA 
Y SERVICIOS S.A MAYORDOMIA S.A, bajo el  NIT 800.101.141-6,  
representada legalmente por la señora TULIA DEL CARMEN ESCAMILLA 
CONTRERAS, la empresa OPERADOR DE MERCADOS & GRANDES 
SUPERFICIES SAS, identificado con el Nit. 800.101.141-6, Domicilio en Cali 
representada legalmente por la señora JEYMI PATRICIA HILDALGO SOTO o por 
quien haga sus veces al momento de la notificación de la presente demanda, y en 
virtud del artículo 34 del C.S.T., solidariamente a la OLIMPICA DE 
BUENAVENTURA, identificada con el Nit, 890.107.487-3, representada legalmente 
por el señor CHAR CHALJUB ANTONIO, o quien haga sus veces, dio por 
terminado el contrato de trabajo celebrado con el demandante el 31 de mayo de 
2019 también sin la observancia del debido proceso sustancial.   
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3.1.4. Se declare sin efecto alguno el despido de la señora DORIS MARLENY 
ZUÑIGA , por no haber existido justa causa debidamente comprobada para ello. 
 
3.1.5. Se declare que la señora DORIS MARLENY ZUÑIGA, tiene derecho al 
reintegro (readmisión) en el empleo, de conformidad con el artículo 7 literal d) del 
Protocolo Adicional de San Salvador, Adicional a la Convención Americana de 
Derechos Humanos (Ley 319 de 1996), que prevalece en el orden interno al tenor 
del artículo 93 de la Constitución Política. 
 
3.1.6. Que se declare que para todos los efectos legales no ha habido solución de 
continuidad en la prestación del servicio de la demandante para con las demandadas 
 
3.2. CONDENAS 
 
Se condene a las empresas OPERADOR DE SERVICIOS EXCELSIOR SAS, 
identificado con el Nit. 900.445.786, identificado con el Nit. 900.445.786, Domicilio 
principal Barranquilla, representada legalmente por la señora ADRIANA 
MARGARITA MACIAS OSPINO o por quien haga sus veces,  - MAYORDOMIA 
Y SERVICIOS S.A MAYORDOMIA S.A, bajo el  NIT 800.101.141-6,  
representada legalmente por la señora TULIA DEL CARMEN ESCAMILLA 
CONTRERAS, la empresa OPERADOR DE MERCADOS & GRANDES 
SUPERFICIES SAS, identificado con el Nit. 800.101.141-6, Domicilio en Cali 
representada legalmente por la señora JEYMI PATRICIA HILDALGO SOTO o por 
quien haga sus veces al momento de la notificación de la presente demanda, y en 
virtud del artículo 34 del C.S.T., solidariamente a la OLIMPICA DE 
BUENAVENTURA, identificada con el Nit, 890.107.487-3, representada legalmente 
por el señor CHAR CHALJUB ANTONIO, o quien haga sus veces, o quien haga 
sus veces., a lo siguiente: 
 
CONDENA PRINCIPAL.  
 
3.2.1. A reintegrar a la demandante DORIS MARLENY ZUÑIGA, al cargo que 

desempeñaba o a otro de igual o superior categoría y remuneración, de 
conformidad con el   artículo 7 literal d) del Protocolo Adicional de San 
Salvador, Adicional a la Convención Americana de Derechos Humanos (Ley 
319 de 1996), que prevalece en el orden interno al tenor del artículo 93 de la 
Constitución Política, por haberlo despedido sin justa causa debidamente 
comprobada, violándole el derecho al debido proceso sustancial. 
 

3.2.2. Al reconocimiento y pago a favor de DORIS MARLENY ZUÑIGA, de todos 
sus salarios dejados de recibir desde el día 01 de junio de 2019, y hasta que 
sea efectivamente reintegrado; que se declare que para todos los efectos 
legales no ha habido solución de continuidad en la prestación del servicio 
prestado para ella. 

 
3.2.3. Al reconocimiento y pago a favor de DORIS MARLENY ZUÑIGA, de todas 

sus prestaciones1 dejados de recibir desde el día 01 de junio de 2019, y hasta 

 
1 Convenio 95 de la OIT. Artículo 1. A los efectos del presente Convenio, el término salario significa la remuneración o 

ganancia, sea cual fuere su denominación o método de cálculo, siempre que pueda evaluarse en efectivo, fijada por acuerdo 
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que sea efectivamente reintegrado, tales como: cesantías, primas de servicios 
y vacaciones, vacaciones, intereses de cesantías, aportes a la seguridad social 
en salud y pensiones, subsidio familiar, y todos los derechos laborales de esta 
naturaleza que son consustanciales con la relación laboral del sector privado 
sin importar su nombre o método de cálculo, importando solamente que sean 
la contraprestación por los servicios prestados y que estén consagradas en  
la ley en aras de la prevalencia del derecho sustancial. 
 

3.2.4. Que se condene a las empresas OPERADOR DE SERVICIOS EXCELSIOR 
SAS, identificado con el Nit. 900.445.786, identificado con el Nit. 
900.445.786, Domicilio principal Barranquilla, representada legalmente por la 
señora ADRIANA MARGARITA MACIAS OSPINO o por quien haga sus 
veces,  - MAYORDOMIA Y SERVICIOS S.A MAYORDOMIA S.A, bajo el  
NIT 800.101.141-6,  representada legalmente por la señora TULIA DEL 
CARMEN ESCAMILLA CONTRERAS, la empresa OPERADOR DE 
MERCADOS & GRANDES SUPERFICIES SAS, identificado con el Nit. 
800.101.141-6, Domicilio en Cali representada legalmente por la señora 
JEYMI PATRICIA HILDALGO SOTO o por quien haga sus veces al 
momento de la notificación de la presente demanda, y en virtud del artículo 
34 del C.S.T., solidariamente a la OLIMPICA DE BUENAVENTURA, 
identificada con el Nit, 890.107.487-3, representada legalmente por el señor 
CHAR CHALJUB ANTONIO, o quien haga sus veces, a cancelar a la 
demandante DORIS MARLENY ZUÑIGA a los perjuicios de contenido moral 
los cuales los estimo por un valor de 100 salarios mínimos legales vigentes al 
momento que se profiera sentencia condenatoria o segunda instancia. 

 
El perjuicio moral se fundamenta en el perjuicio, en el detrimento o un deterioro, 
desde la fecha en que fue despedido, toda vez que hasta la fecha no ha podido 
reintegrase laboralmente, dadas sus patologías.   
 

Indemnizado % Valor en Pesos 
$ 

DORIS MARLENY ZUÑIGA 100 $ 100.000.000 

 
 

3.2.5. Se Condene por todos los hechos que resulten discutidos y probados de 
conformidad con las facultades ultra y extra petita. 

 
3.2.6. Se condene a la demandada a indexar los valores por los cuales resulte 

condenada. 
 

3.2.7. Condenar a la demandada a pagar las costas y gastos procesales. 
 

 
CONDENA SUBSIDIARIA.  
 
 

 
o por la legislación nacional, y debida por un empleador a un trabajador en virtud de un contrato de trabajo, escrito o verbal, 
por el trabajo que este último haya efectuado o deba efectuar o por servicios que haya prestado o deba prestar. 
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3.2.8. Al reconocimiento y pago de la indemnización por despido injusto prevista en 
el artículo 64 del Código Sustantivo del Trabajo, los cuales se tazan en un 
valor de SIETE MILLONES CUATROCIENTOS CINCUENTA Y TRES MIL 
OCHOCIENTOS NOVENTA PESOS ($ 7.453.890). 

 
 

3.2.9. Que se condene a las empresas OPERADOR DE SERVICIOS EXCELSIOR 
SAS, identificado con el Nit. 900.445.786, identificado con el Nit. 
900.445.786, Domicilio principal Barranquilla, representada legalmente por la 
señora ADRIANA MARGARITA MACIAS OSPINO o por quien haga sus 
veces,  - MAYORDOMIA Y SERVICIOS S.A MAYORDOMIA S.A, bajo el  
NIT 800.101.141-6,  representada legalmente por la señora TULIA DEL 
CARMEN ESCAMILLA CONTRERAS, la empresa OPERADOR DE 
MERCADOS & GRANDES SUPERFICIES SAS, identificado con el Nit. 
800.101.141-6, Domicilio en Cali representada legalmente por la señora 
JEYMI PATRICIA HILDALGO SOTO o por quien haga sus veces al 
momento de la notificación de la presente demanda, y en virtud del artículo 
34 del C.S.T., solidariamente a la OLIMPICA DE BUENAVENTURA, 
identificada con el Nit, 890.107.487-3, representada legalmente por el señor 
CHAR CHALJUB ANTONIO, o quien haga sus veces, a cancelar a la 
demandante DORIS MARLENY ZUÑIGA a los perjuicios de contenido moral 
los cuales los estimo por un valor de 100 salarios mínimos legales vigentes al 
momento que se profiera sentencia condenatoria o segunda instancia. 

 
El perjuicio moral se fundamenta en el perjuicio, en el detrimento o un deterioro, 
desde la fecha en que fue despedido, toda vez que hasta la fecha no ha podido 
reintegrase laboralmente, dadas sus patologías.   
 

Indemnizado % Valor en Pesos 
$ 

LEOCIER DE JESÚS RAMÍREZ 
ÁLVAREZ 

100 $ 100.000.000 

 
 
3.2.10. Se Condene por todos los hechos que resulten discutidos y probados 

de conformidad con las facultades ultra y extra petita. 
 
3.2.11. Se condene a la demandada a indexar los valores por los cuales resulte 

condenada. 
 

3.2.12. Condenar a la demandada a pagar las costas y gastos procesales. 
 

IV. FUNDAMENTOS Y RAZONES DE DERECHO 
 
 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA y TRATADOS INTERNACIONALES CON OIT 
 
Convenio 167 de la OIT, incorporado por la Ley 52 de 1993. 
Preámbulo. 
Artículo 1. Colombia es un Estado social de derecho. 
Artículo 2. Fines esenciales del Estado. 
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Artículo 25. Derecho al trabajo. 
Artículo 29. El debido proceso. 
Artículo 48. Seguridad Social 
Artículo 53. Derechos del trabajador 
Artículo 83. Buena Fe 
Artículo 228. Administración de justicia 
Artículo 229. Derecho de acceso a la administración de justicia. 
Artículo 230. Imperio de la ley. 
 
B. CÓDIGO SUSTANTIVO DEL TRABAJO. 
 
Artículo 23. Contrato de trabajo. 
Artículo 24. Presunción del contrato de trabajo. 
Artículo 27. Trabajo dependiente remunerado. 
Artículo 62. Terminación del contrato por justa causa 
Artículo 64. Terminación unilateral del contrato de trabajo sin justa causa 
Convenios 87, 98 y 158 de la OIT; Ley 16 de 1972 y Ley 319 de 1996 
(Convención Americana de Derechos Humanos) 
Carta socio laboral latinoamericana; la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos  
EL DERECHO DE LOS TRABAJADORES CON DISCAPACIDAD A NO SER 
DISCRIMINADOS EN EL EMPLEO.  
Las personas con discapacidad históricamente han encontrado un sinnúmero de 
obstáculos para interactuar e integrarse a la vida social y laboral en idénticas 
condiciones que los demás. A pesar de los avances en su protección aún subsisten 
prejuicios, estereotipos y prácticas que impiden el goce de sus derechos humanos y 
libertades fundamentales.  
Para contrarrestar la desventaja social de las personas con discapacidad y garantizar 
su inclusión, se han proferido diferentes normas a nivel nacional y supranacional 
orientadas a la sensibilización de la sociedad en general y a promover su 
participación en los ámbitos civil, político, económico, social y cultural «una política 
de previsión, rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, 
sensoriales y psíquicos, a quienes se prestará la atención especializada que 
requieran» y el 54 le impone el deber de «garantizar a los minusválidos el derecho 
a un trabajo acorde con sus condiciones de salud».  
 En similar dirección se han proferido normas internas como la Ley 361 de 1997 y, 
recientemente, la Ley 1618 de 2013, a través de las cuales se establecen reglas, 
medidas de inclusión, acciones afirmativas y ajustes institucionales encaminados a 
garantizar y asegurar el ejercicio efectivo de los derechos de las personas con 
discapacidad.   
A nivel internacional el plexo normativo es muy amplio. Cabe destacar dos 
convenios, uno regional y otro mundial: la Convención Interamericana para la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con 
discapacidad de la OEA, y la Convención sobre los derechos de las personas con 
discapacidad, adoptada por la ONU, ambos diseñados con el fin de promover y 
proteger los derechos y la dignidad de las personas con discapacidad y alentar su 
participación igualitaria.   
Las medidas adoptadas en favor de las personas con discapacidad tienen una 
particular proyección en el campo laboral, donde de forma idéntica a otros ámbitos 
sociales, se asientan fuertes actitudes, estructuras y prácticas empresariales 
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tendientes a anular o dejar sin efecto el reconocimiento y disfrute de los derechos 
de los trabajadores con deficiencias físicas, sensoriales y mentales.   
 Estas actitudes y prácticas, unas veces manifiestas, otras más sutiles o 
aparentemente neutras, se ponen en marcha en diversas etapas del trabajo: la 
selección, contratación y empleo, continuidad, promoción y el suministro de 
condiciones laborales seguras y saludables. Por ello, para hacerles frente y disuadir 
su uso, se ha acudido no solo a su prohibición sino también al establecimiento de 
acciones, medidas, reglas especiales de estabilidad reforzada, presunciones legales, 
autorizaciones o sanciones.  
PROHIBICIÓN DE DESPIDO MOTIVADO EN LA DISCAPACIDAD DEL 
TRABAJADOR   
 Siendo claro que la protección legal otorgada a los trabajadores con deficiencias 
físicas, sensoriales y mentales opera al inicio, durante y en la extinción de la relación 
de trabajo, en este acápite se analizará el alcance de esta protección al momento 
de la finalización del contrato de trabajo.  
 Sobre el particular, el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 prescribe:   
 

 “ARTÍCULO 26. NO DISCRIMINACIÓN A PERSONA EN SITUACIÓN DE 
DISCAPACIDAD. En ningún caso la limitación de una persona, podrá ser 
motivo para obstaculizar una vinculación laboral, a menos que dicha 
limitación sea claramente demostrada como incompatible e insuperable en 
el cargo que se va a desempeñar. Así mismo, ninguna persona limitada 
podrá ser despedida o su contrato terminado por razón de su limitación, 
salvo que medie autorización de la oficina de Trabajo”.  

 
No obstante, quienes fueren despedidos o su contrato terminado por razón de su 
limitación, sin el cumplimiento del requisito previsto en el inciso anterior, tendrán 
derecho a una indemnización equivalente a ciento ochenta días del salario, sin 
perjuicio de las demás prestaciones e indemnizaciones a que hubiere lugar de 
acuerdo con el Código Sustantivo del Trabajo y demás normas que lo modifiquen, 
adicionen, complementen o aclaren (negrillas de la Corte).  
 Pues bien, en líneas anteriores se explicó que las normas que protegen a los 
trabajadores con discapacidad se proyectan en las relaciones laborales en diferentes 
fases y, fundamentalmente, tienen como objetivo promover la inclusión y 
participación de estos, y a la postre, evitar que los ámbitos laborales sean espacios 
de segregación, exclusión y distinción.   
 En esta dirección, la disposición que protege al trabajador con discapacidad en la 
fase de la extinción del vínculo laboral tiene la finalidad de salvaguardar su 
estabilidad frente a comportamientos discriminatorios, léase a aquellos que tienen 
como propósito o efecto su exclusión del empleo fundado en su deficiencia física, 
sensorial o mental. Esto, en oposición, significa que las decisiones motivadas en un 
principio de razón objetiva son legítimas en orden a dar por concluida la relación de 
trabajo.   
 Lo que atrás se afirma deriva del artículo 26 de la Ley 361 de 1997, pues, 
claramente, en ese precepto no se prohíbe el despido del trabajador en situación de 
discapacidad, lo que se sanciona es que tal acto esté precedido de un criterio 
discriminatorio. Nótese que allí se dispone que «ninguna persona limitada podrá 
ser despedida o su contrato terminado por razón de su limitación», lo que, 
contrario sensu, quiere decir que si el motivo no es su estado biológico, fisiológico o 
psíquico, el resguardo no opera.   
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 Lo anterior significa que la invocación de una justa causa legal excluye, de suyo, 
que la ruptura del vínculo laboral esté basada en el prejuicio de la discapacidad del 
trabajador. Aquí, a criterio de la Sala no es obligatorio acudir al inspector del trabajo, 
pues, se repite, quien alega una justa causa de despido enerva la presunción 
discriminatoria; es decir, se soporta en una razón objetiva.   
 Con todo, la decisión tomada en tal sentido puede ser controvertida por el 
trabajador, a quien le bastará demostrar su estado de discapacidad para beneficiarse 
de la presunción de discriminación, lo que de contera implica que el empresario 
tendrá el deber de acreditar en el juicio la ocurrencia de la justa causa. De no 
hacerlo, el despido se reputará ineficaz (C-531-2000) y, en consecuencia, procederá 
el reintegro del trabajador junto con el pago de los salarios y prestaciones dejados 
de percibir, más la sanción de 180 días de salarios consagrada en el artículo 26 de 
la Ley 361 de 1997.   
 Es en tal dirección que, a juicio de la Sala, debe ser comprendida la protección 
especial del artículo 26 de la Ley 361 de 1997, pues resulta ilógico prohibir el despido 
del trabajador «por razón de su limitación» y al tiempo vedarlo cuando este fundado 
en un motivo ajeno a su situación. Si, la sanción tiene como propósito disuadir 
despidos motivados en el estereotipo de la condición de discapacidad del trabajador, 
no debería haberla cuando esté basada en una causa objetiva demostrada. A la 
larga, la cuestión no es proteger por el prurito de hacerlo, sino identificar y 
comprender los orígenes o causas de los problemas de la población con discapacidad 
y, sobre esa base, interpretar las normas de un modo tal que las soluciones a aplicar 
no los desborden o se transformen en otros problemas sociales.  
Así las cosas, la Corte abandona su criterio sentado en la sentencia CSJ SL36115, 16 
mar. 2010, reiterada en SL35794, 10 ago. 2010, en la que se adoctrinó que el artículo 
26 de la Ley 361 de 1997 no consagra una presunción legal o de derecho, que 
permita deducir a partir del hecho conocido de la discapacidad del trabajador que 
su despido obedeció a un móvil sospechoso. En su lugar, se postula que el despido 
de un trabajador en estado de discapacidad se presume discriminatorio, a menos 
que el empleador demuestre en juicio la ocurrencia real de la causa alegada.  
Así, a nivel local el artículo 13 de la Constitución Política de Colombia fija en cabeza 
del Estado el deber de promover «las condiciones para que la igualdad sea 
real y efectiva y adoptar medidas en favor de grupos discriminados o 
marginados», a la par de proteger especialmente «a aquellas personas 
que por su condición económica, física o mental, se encuentren en 
circunstancia de debilidad manifiesta». Por su parte, el artículo 47 le ordena 
adelantar Ahora, la Sala no desconoce que con arreglo al artículo 26 de la Ley 361 
de 1997, en armonía con la sentencia C-531-2000 de la Corte Constitucional, la 
terminación del contrato de trabajo de un trabajador con discapacidad debe contar 
con la aprobación del inspector del trabajo. Sin embargo, considera que dicha 
autorización se circunscribe a aquellos eventos en que el desarrollo de las actividades 
laborales a cargo del trabajador discapacitado sea «incompatible e insuperable» en 
el correspondiente cargo o en otro existente en la empresa, en cuyo caso, bajo el 
principio de que nadie está obligado a lo imposible o a soportar obligaciones que 
exceden sus posibilidades, podría rescindirse el vínculo laboral, con el pago de la 
indemnización legal.  
 En esta hipótesis la intervención del inspector cobra pleno sentido, pues en su 
calidad de autoridad administrativa del trabajo debe constatar que el empleador 
aplicó diligentemente todos los ajustes razonables orientados a preservar en el 
empleo al trabajador, lo cual implica su rehabilitación funcional y profesional, la 
readaptación de su puesto de trabajo, su reubicación y los cambios organizacionales 
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y/o movimientos de personal necesarios (art. 8 de la L. 776/2002). Por lo tanto, solo 
cuando se constate que la reincorporación es inequívocamente «incompatible e 
insuperable» en la estructura empresarial, podrá emitirse la autorización 
correspondiente.  
 De hecho, en las consideraciones de la sentencia C531-2000 de la Corte 
Constitucional, cuya lectura ha dado lugar a diversas interpretaciones y debates en 
punto al alcance de la protección especial de las personas en situación de 
discapacidad, que a la fecha parecen irreconciliables y que han arrojado pocos 
elementos para la construcción de una doctrina esclarecedora, no se expresó que 
está prohibido el despido con justa causa de los trabajadores con discapacidad. 
Antes bien, lo que se recalcó es que la intervención de esa autoridad se justifica para 
garantizar si el trabajador puede ejecutar o no la labor para la cual fue contratado. 
En efecto, allí se expuso:  
 En cuanto al primer contenido normativo acusado por los actores, expuesto en el 
inciso 1o. del artículo 26 de la Ley 361 de 1997, que señala que ninguna persona 
limitada puede ser despedida o su contrato terminado por razón de su limitación, 
salvo que medie autorización de la oficina de Trabajo, para la Corte es claro que en 
lugar de contradecir el ordenamiento superior, lo desarrolla. Lo anterior, pues se 
evidencia como una protección del trabajador que sufre de una disminución física, 
sensorial o síquica, en cuanto impide que ésta se configure per se en causal de 
despido o de terminación del contrato de trabajo, pues la misma sólo podrá alcanzar 
dicho efecto, en virtud de “la ineptitud del trabajador para realizar la labor 
encomendada” (C.S.T., art. 62, literal a-13), y según el nivel y grado de la 
disminución física que presente el trabajador.  
 En tal situación, el requerimiento de la autorización de la oficina de Trabajo para 
proceder al despido o terminación del contrato de trabajo debe entenderse como 
una intervención de la autoridad pública encargada de promover y garantizar el 
derecho al trabajo según el ordenamiento jurídico nacional e internacional vigente 
sobre estas materias, para corroborar la situación fáctica que describe dicha causa 
legal de despido y proteger así al trabajador.  
 Es de reiterar, según lo señalado por esta Corte con anterioridad, que la legislación 
que favorezca a los discapacitados “no consagra derechos absolutos o a perpetuidad 
que puedan ser oponibles en toda circunstancia a los intereses generales del Estado 
y de la sociedad, o a los legítimos derechos de otros”.  

[…] No se aprecia, entonces, que el ordenamiento constitucional sea 
desconocido por la norma acusada en la parte examinada, toda vez que 
permanece el deber del Estado de garantizar que el discapacitado obtenga 
y conserve su empleo y progrese en el mismo, para promover la integración 
de esa persona en la sociedad, hasta el momento en que no pueda 
desarrollar la labor para la cual fue contratado, ni ninguna otra de acuerdo 
con la clase de invalidez que presenta, debidamente valorada por la 
autoridad del trabajo. No se puede olvidar que en ese momento se estaría 
ingresando en el campo de las distintas formas de invalidez que impiden 
desempeñarse a una persona laboralmente, para la protección en cuanto a 
su ingreso económico y en su integridad física y síquica, en lo términos de 
la vigente normatividad sustantiva del trabajo (negrillas propias de la Sala).  
  

En consonancia con esta motivación, en la parte resolutiva se declaró 
condicionalmente exequible el inciso 1.º de este artículo, bajo el entendido que 
«carece de todo efecto jurídico el despido o la terminación del contrato de una 
persona por razón de su limitación sin que exista autorización previa de la oficina de 
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Trabajo que constate la configuración de la existencia de una justa causa para el 
despido o terminación del respectivo contrato».   
 Nótese, en consecuencia, que el Tribunal Constitucional del año 2000 no proscribió 
la terminación del contrato sin aval ministerial por razón diferente a la discapacidad 
del trabajador. Por el contrario, lo que señaló es que cuando estuviese soportada en 
esa razón –la limitación- se requería la autorización del Ministerio del Trabajo para 
comprobar si, en efecto, esa deficiencia era incompatible e insuperable o, dicho de 
otro modo, si la prosecución del vínculo laboral se tornaba imposible por razón de la 
situación de discapacidad del trabajador.   
 Así es que debe ser comprendida la referencia a justa causa consignada en la parte 
resolutiva de ese fallo, pues de lo contrario, sería una contradicción lógica afirmar, 
por un lado, que carece de todo efecto jurídico «el despido o la terminación del 
contrato de una persona por razón de su limitación» y, por otro, castigar los despidos 
estructurados con fundamento en un motivo distinto a la discapacidad. Por esto, es 
importante engranar los argumentos de la parte motiva con los de la resolutiva, para 
darle pleno sentido a la sentencia de constitucionalidad y entender que lo que en 
sentido amplio denominó la Corte Constitucional como justa causa o causa legal, 
hacía referencia a la particular situación del trabajador cuyo estado de discapacidad 
imposibilita la continuidad del contrato de trabajo.   
 Con todo, aunque podría contra-argumentarse que la tesis aquí defendida, elimina 
una garantía especial en favor de los trabajadores con discapacidad, ello no es así, 
por varias razones:   
 Primero, porque la prohibición de despido motivada en la discapacidad sigue 
incólume y, en tal sentido, solo es válida la alegación de razones objetivas, bien sea 
soportadas en una justa causa legal o en la imposibilidad del trabajador de prestar 
el servicio.  
Aquí vale subrayar que la estabilidad laboral reforzada no es un derecho a 
permanecer a perpetuidad en el empleo, sino el derecho a seguir en él hasta tanto 
exista una causa objetiva que conduzca a su retiro.  
 Segundo, la consecuencia del acto discriminatorio en la fase de la terminación del 
vínculo sigue siendo la misma: la recuperación de su empleo, garantizado mediante 
la ineficacia del despido con las consecuencias legales atrás descritas.   
 Tercero, el trabajador puede demandar ante la justicia laboral su despido, caso en 
el cual el empleador, en virtud de la presunción que pesa sobre él, tendrá que 
desvirtuar que la rescisión del contrato obedeció a un motivo protervo. Esto, de 
paso, frustra los intentos reprobables de fabricar ficticia o artificiosamente justas 
causas para prescindir de los servicios de un trabajador con una deficiencia física, 
mental o sensorial, ya que en el juicio no bastará con alegar la existencia de una 
justa causa, sino que deberá probarse suficientemente.   
 Cuarto, la labor del inspector del trabajo se reserva a la constatación de la 
factibilidad de que el trabajador pueda laborar; aquí el incumplimiento de esta 
obligación por el empleador, al margen de que haya indemnizado al trabajador, 
acarrea la ineficacia del despido, tal y como lo adoctrinó la Sala en fallo SL6850-
2016:  

“Esta Sala de la Corte ha sostenido en repetidas oportunidades que garantías 
como la que aquí se analizan constituyen un límite especial a la libertad de 
despido unilateral con que cuentan los empleadores. Por ello, siendo un 
límite a dicha libertad, no puede entenderse cómo, en todo caso, el 
empleador pueda despedir sin justa causa al trabajador discapacitado, sin 
restricción adicional al pago de la indemnización prevista en el artículo 64 
del Código Sustantivo del Trabajo. En ese caso, bastaría que el empleador 
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despidiera al servidor discapacitado sin justa causa, como lo puede hacer, 
en condiciones normales, con todos los demás trabajadores, con la sola 
condición del pago de una indemnización, sin dar razones de su decisión o 
expresando cualesquiera otras, para que la aplicación de la norma quedara 
plenamente descartada”.  

Tampoco es funcional a los fines constitucionales perseguidos por la norma. Ello es 
así porque la intención del legislador, entre otras cosas, fue la de que una autoridad 
independiente, diferente del empleador, juzgara de manera objetiva si la 
discapacidad del trabajador resultaba claramente «…incompatible e insuperable en 
el cargo que se va a desempeñar…» y es precisamente en el marco de los despidos 
unilaterales y sin justa causa que se puede ejercer esa atribución en toda su 
magnitud.  
Si no fuera de esa manera, se repite, al empleador le bastaría acudir a la figura del 
despido unilateral y sin justa causa, sin revelar las razones de su decisión o 
expresando cualesquiera otras, para que la norma quedara totalmente anulada en 
sus efectos, de manera que nunca se lograría cumplir con la finalidad constitucional 
de promover un trato especial para las personas puestas en condiciones de 
discapacidad.  
 En ese sentido, la postura de la censura también es contraria a lo resuelto por la 
Corte Constitucional en la sentencia C 531 de 2000, en la que, al examinar la 
constitucionalidad del artículo 26 de la Ley 361 de 1997, señaló que el despido 
unilateral e injusto del trabajador discapacitado, sin autorización de las autoridades 
de trabajo y con el simple pago de una indemnización, no atiende las finalidades 
constitucionales de la disposición, de lograr un trato especial para aquellas personas 
puestas en condiciones de debilidad manifiesta, por su condición física, sensorial o 
mental.  
 En este caso, por ejemplo, aún si (sic) el despido se dio en el marco de una 
reestructuración y una escisión, como lo alega la censura, antes de materializarse la 
decisión, para resguardar los propósitos constitucionales de la norma, la 
compatibilidad de la condición especial del trabajador con el ejercicio de determinado 
cargo, en perspectiva de los «…estándares empresariales…», debió ser revisada por 
una autoridad independiente e imparcial y no quedar sometida al mero arbitrio del 
empleador.  
 Dicha interpretación también insta al trabajador a que, en el marco de un despido 
sin justa causa, demuestre que la razón real de la decisión estuvo dada en su 
condición de discapacidad, lo que resulta del todo desproporcionado e inaceptable 
para la Corte.  
 Por esto la interpretación de la norma más razonable y acoplada al principio de 
igualdad, es la que prohijó el Tribunal, en virtud de la cual, a pesar de que el despido 
injusto indemnizado resulta legítimo en condiciones normales, «…en casos como el 
que se estudia, en el que la empresa conocía por sus propios directivos y el personal 
en general de la causa que daba origen a la disminución laboral del trabajador, la 
diligencia mínima que se esperaba en ejercicio de la buena fe contractual, era la de 
cumplir con los requisitos que exige la ley para proceder a la decisión de despido del 
demandante.»   
Esto es, que el trabajador en condiciones de discapacidad no puede recibir el mismo 
trato que los demás, de manera que el empleador no puede acudir directamente a 
los despidos unilaterales y sin justa causa, sino que, previo a ello, tiene que cumplir 
con los presupuestos establecidos en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997.  
 Así las cosas, para esta Corporación:   
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(a) La prohibición del artículo 26 de la Ley 361 de 1997 pesa sobre los 
despidos motivados en razones discriminatorias, lo que significa que la 
extinción del vínculo laboral soportada en una justa causa legal es legítima. 
(b) A pesar de lo anterior, si, en el juicio laboral, el trabajador demuestra su 
situación de discapacidad, el despido se presume discriminatorio, lo que 
impone al empleador la carga de demostrar las justas causas alegadas, so 
pena de que el acto se declare ineficaz y se ordene el reintegro del 
trabajador, junto con el pago de los salarios y prestaciones insolutos, y la 
sanción de 180 días de salario. (c) La autorización del ministerio del ramo 
se impone cuando la discapacidad sea un obstáculo insuperable para 
laborar, es decir, cuando el contrato de trabajo pierda su razón de ser por 
imposibilidad de prestar el servicio. En este caso el funcionario 
gubernamental debe validar que el empleador haya agotado diligentemente 
las etapas de rehabilitación integral, readaptación, reinserción y reubicación 
laboral de los trabajadores con discapacidad. La omisión de esta obligación 
implica la ineficacia del despido, más el pago de los salarios, prestaciones y 
sanciones atrás transcritas.  

 
CLARA CECILIA DUEÑAS QUEVEDO Magistrada ponente SL1360-2018 Radicación 
n.° 53394 Acta 12 Bogotá, D. C., once (11) de abril  
 

“ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA.  
 
El derecho fundamental a la estabilidad ocupacional reforzada es una garantía 
de la cual son titulares las personas que tengan una afectación en su salud 
que les impida o dificulte sustancialmente el desempeño de sus labores en 
las condiciones regulares, con independencia de si tienen una calificación de 
pérdida de capacidad laboral moderada, severa o profunda. La estabilidad 
ocupacional reforzada es aplicable a las relaciones originadas en contratos de 
prestación de servicios, aun cuando no envuelvan relaciones laborales 
(subordinadas) en la realidad. La violación a la estabilidad ocupacional reforzada 
debe dar lugar a una indemnización de 180 días, según lo previsto en el artículo 
26 de la Ley 361 de 1997, interpretado conforme a la Constitución, incluso en el 
contexto de una relación contractual de prestación de servicios, cuyo contratista 
sea una persona que no tenga calificación de pérdida de capacidad laboral 
moderada, severa o profunda”.  

 
Conviene indicar que en la SU-049 de 2017 la Sala Plena estableció que la estabilidad 
laboral reforzada cobija a todo aquel que presente una situación grave o relevante 
de salud que le impida o dificulte sustancialmente el desempeño de sus labores; por 
tanto, esta protección especial no se debe limitar a quienes han sido calificados con 
una pérdida de capacidad laboral moderada, severa o profunda, o cuenten con 
certificación que acredite el porcentaje en que han perdido su fuerza laboral. 
 A su turno, el Legislador ha determinado mecanismos de integración social de los 
individuos en situación de discapacidad; en efecto, la Ley 361 de 19972reitera el 
deber constitucional del Estado de proveer los recursos necesarios para garantizar 
la protección, prevención, cuidados, habilitación, rehabilitación, educación, 
orientación e integración laboral de aquellas personas. Además, dicho compromiso 

 
2 “Por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas en situación de discapacidad y 

se dictan otras disposiciones”. 
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se extiende a la familia y al conglomerado social como actores necesarios para 
lograrlo. El artículo 26 3de la referida norma dispone:  

“En ningún caso la limitación de una persona, podrá ser motivo para 
obstaculizar una vinculación laboral, a menos que dicha limitación sea 
claramente demostrada como incompatible e insuperable en el cargo que se 
va a desempeñar. Así mismo, ninguna persona limitada podrá ser despedida 
o su contrato terminado por razón de su limitación, salvo que medie 
autorización de la oficina de Trabajo. 
No obstante, quienes fueren despedidos o su contrato terminado por razón 
de su limitación, sin el cumplimiento del requisito previsto en el inciso anterior, 
tendrán derecho a una indemnización equivalente a ciento ochenta días del 
salario, sin perjuicio de las demás prestaciones e indemnizaciones a que 
hubiere lugar de acuerdo con el Código Sustantivo del Trabajo y demás 
normas que lo modifiquen, adicionen, complementen o aclaren.” 

 Del artículo en mención, la Corte ha definido las siguientes reglas: (i) bajo ninguna 
circunstancia la discapacidad podrá obstaculizar la vinculación de una persona, a 
menos que se demuestre una incompatibilidad insuperable en el cargo que va a 
desempeñar; (ii) ningún individuo que se encuentre en estado de discapacidad 
puede ser retirado del servicio por razón de su limitación, y (iii) en todo caso, quien 
fuere despedido prescindiendo de la autorización del inspector del trabajo tendrá 
derecho a una indemnización equivalente a 180 días de salario, sin perjuicio de las 
demás prestaciones e indemnizaciones a las que hubiera lugar. 
Así mismo, se ha señalado que la estabilidad laboral reforzada representa para el 
empleador que conoce del estado de salud del empleado un deber que se concreta 
en su reubicación atribuyéndole otras labores.4 Si en lugar de reasignarle funciones 
lo despide, se presume que la desvinculación se fundó en la condición de trabajador, 
y como consecuencia, dicha determinación se torna ineficaz.5  
 Con todo, el trabajador en condición de discapacidad o que tiene limitaciones 
físicas, psíquicas o sensoriales que le impiden o dificultan sustancialmente el 
desarrollo de sus funciones puede ser despedido cuando incurre en una causal 
objetiva para la terminación del contrato; no obstante, en garantía de la especial 
protección que le asiste a estos sujetos, el empleador tiene el deber ineludible 
de contar con la autorización previa del Inspector del trabajo para dar por 
culminado el vínculo laboral.6  

 
3 Mediante la sentencia C-531 de 2000, la Corte declaró la exequibilidad del Artículo 26 de la Ley 361 de 1997 

bajo el entendido que carece de todo efecto jurídico el despido o la terminación del contrato de una persona en 

razón a su discapacidad, sin que exista autorización previa de la oficina del trabajo que constate la configuración 

de la existencia de una justa causa para el despido o terminación del respectivo contrato. 
4 En cuanto a la capacidad del empleador para reubicar a un trabajador en condición de discapacidad la Corte 

ha indicado que “[s]i la reubicación desborda la capacidad del empleador, o si impide o dificulta excesivamente 

el desarrollo de su actividad o la prestación del servicio a su cargo, el derecho a ser reubicado debe ceder ante 

el interés legítimo del empleador. Sin embargo, éste tiene la obligación de poner tal hecho en conocimiento del 

trabajador, dándole además la oportunidad de proponer soluciones razonables a la situación.”(Sentencia T-1040 

de 2001). Igualmente en la sentencia T-440 de 2017 se precisó que el derecho a la reubicación conlleva, entre 

otros, el de  desempeñar funciones acordes con su estado de salud; así mismo, si en determinado evento no 

fuere posible la reubicación, el empleador deberá otorgar la información necesaria al empleado a fin de que este 

pueda formular las soluciones que estime convenientes. 
5 Sentencias T-440 de 2017, T-928 de 2014 y T-613 de 2011. 
6 Se debe precisar que recientemente la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en la sentencia 

SL-1360-18 abandonó el criterio establecido en las sentencias SL-36115 y SL-35794 de 2010, en el sentido de 

que el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 no consagra una presunción legal o de derecho que permita deducir a 

partir del hecho conocido de la discapacidad del trabajador que su despido obedeció a un móvil sospechoso. En 

su lugar, se determinó que el despido “de un trabajador en estado de discapacidad” se presume 

discriminatorio, salvo que el empleador demuestre en el juicio ordinario la ocurrencia de una causal objetiva. 
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Por el contrario, cuando el despido se hace sin previa autorización del inspector del 
trabajo, la jurisprudencia constitucional ha aplicado “la presunción de desvinculación 
laboral discriminatoria”, entendiéndose que la ruptura del vínculo laboral se fundó 
en el deterioro de salud del trabajador; evento en el cual le corresponde al 
empleador utilizar los medios probatorios a su alcance con el objetivo de desvirtuar 
dicha presunción.7  
Al respecto en la sentencia T-320 de 2016 se dijo que: “en razón al estado de 
vulnerabilidad en que se encuentra un trabajador con alguna discapacidad física, 
sensorial o psíquica esta Corporación ha invertido la carga de la prueba de 
manera que sea el empleador quien deba demostrar que la terminación 
unilateral del contrato, tuvo como fundamento motivos distintos a la 
discriminación basada en la discapacidad del trabajador.” Negrillas fuera del 
original. 
 Resulta relevante destacar que la Corte ha establecido una línea jurisprudencial 
uniforme sobre la estabilidad laboral reforzada de los trabajadores en circunstancias 
de debilidad manifiesta por razones de salud; con la finalidad de fijar el alcance de 
las reglas que se han construido, se citaran algunos pronunciamientos de esta 
Corporación. 
 En la sentencia T-050 de 2011, este Tribunal conoció la acción de tutela 
interpuesta por un trabajador que consideraba vulnerados sus derechos a la salud, 
al trabajo, al mínimo vital, a la seguridad social y a la igualdad, tras haber sido 
terminado unilateralmente su contrato laboral mientras se encontraba incapacitado 
por un accidente de trabajo. La parte accionante señaló que el despido tuvo como 
fundamento una justa causa legal, es decir, la dispuesta en el artículo 62, numeral 
15 del Código Sustantivo del Trabajo,8  ya que las incapacidades habían superado el 
término de un año.   
 La Sala de Revisión planteó como problema jurídico determinar si la terminación 
unilateral del contrato laboral de un trabajador que presenta una incapacidad que 
supera los 180 días, vulneraba los derechos a la estabilidad laboral reforzada y al 
mínimo vital. 
 Para resolverlo, se estableció que los trabajadores que: “a) tengan una afectación 
en su salud; (b) esa circunstancia les ‘impida[a] o dificult[e] sustancialmente el 
desempeño de sus labores en las condiciones regulares’,9 y (c) se tema que, en esas 
condiciones particulares, pueden ser discriminados por ese solo hecho, están en 

 
Así mismo se interpretó que el precitado artículo no prohíbe el despido del trabajador en situación de 

discapacidad, sino que sanciona que tal acto esté precedido de un criterio discriminatorio; de tal manera postuló 

que la invocación de una justa causa legal excluye que la ruptura del vínculo esté basada en el prejuicio de la 

discapacidad del trabajador; en este sentido, “no es obligatorio acudir al inspector del trabajo, pues, se repite, 

quien alega una justa causa de despido enerva la presunción discriminatoria; es decir, se soporta en una razón 

objetiva”. Aclaró que no obstante la determinación del empleador puede ser controvertida por el trabajador, 

quien solo deberá acreditar su estado de discapacidad para beneficiarse de la presunción de discriminación, 

conllevando la necesidad para el empleador de demostrar la ocurrencia de la causal objetiva. En caso contrario, 

el despido se tornará ineficaz, procediendo las medidas dispuestas en el artículo 26 de la Ley 361. 
7 Sentencia T-320 de 2016. 
8  Artículo 62, numeral 15 del Código Sustantivo del Trabajo: “La enfermedad contagiosa o crónica del 

trabajador, que no tenga carácter de profesional, así como cualquiera otra enfermedad o lesión que lo 

incapacite para el trabajo, cuya curación no haya sido posible durante ciento ochenta (180) días. El despido 

por esta causa no podrá efectuarse sino al vencimiento de dicho lapso y no exime al {empleador} de las 

prestaciones e indemnizaciones legales y convencionales derivadas de la enfermedad”. 
9 “En la sentencia T-1040 de 2001 (MP. Rodrigo Escobar Gil) esta Corporación  ordenó el reintegro de una 

mujer que fue despedida sin permiso del órgano competente pese a que se encontraba disminuida físicamente. 

Al respecto, la Corte Constitucional sostuvo que, si bien la accionante no podía ser calificada como inválida 

ni tenía una discapacidad definitiva para trabajar, su disminución física era suficiente para hacerse acreedora 

de una protección especial”. 
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circunstancias de debilidad manifiesta y, por tanto, tienen derecho a la ‘estabilidad 
laboral reforzada’.”10  
En tal sentido, refirió que un empleador solo se encuentra facultado para terminar 
el vínculo laboral con un trabajador al que le hayan sido expedidas incapacidades 
superiores a 180 días, cuando se encuentre definida una pérdida de capacidad 
laboral al menos del 50%, evento en el cual sería acreedor a una pensión por 
invalidez. 
 Igualmente, enfatizó que a pesar de tratarse de una justa causa, para terminar la 
relación laboral constituye un requisito ineludible contar con la autorización del 
Ministerio del Trabajo. 
 En la sentencia T-461 de 2012 esta Corporación tuvo la oportunidad de conocer 
la acción de tutela interpuesta por una trabajadora despedida tras haber estado 
incapacitada por 342 días continuos con ocasión de una enfermedad de origen 
común. El empleador terminó el vínculo laboral al considerar que  la peticionaria 
podía obtener una pensión por invalidez, ya que  las incapacidades superaban 180 
días y, en consecuencia, la EPS podía calificar la pérdida de la capacidad laboral. 
 En esa oportunidad se resolvieron dos problemas jurídicos, el primero establecía si 
la empresa accionada podía terminar el vínculo jurídico con la parte actora sin que 
mediara previa autorización del Ministerio del Trabajo, a pesar de que tenía 
conocimiento de las incapacidades que le habían sido expedidas por su enfermedad 
cerebrovascular. En segundo lugar, a raíz de que en sede de revisión se conoció que 
la accionante tenía una pérdida de capacidad laboral superior al 50%, se estudió 
si el juez constitucional podía ordenar la protección de derechos fundamentales no 
invocados por la interesada, esto es, el reconocimiento y pago de la pensión de 
invalidez. 
 Con fundamento en lo expuesto, la Sala de Revisión reiteró que “los trabajadores 
que están afectados en su salud tienen derecho al reconocimiento de la estabilidad 
laboral reforzada sin importar el vínculo laboral adoptado por las partes, mientras el 
inspector o autoridad competente no autorice su desvinculación. En virtud de ello 
tiene ‘el derecho a permanecer en su cargo hasta tanto se configure una causal 
objetiva que extinga la relación laboral, circunstancia que de todas formas debe ser 
verificada y autorizada por el inspector del trabajo11”. 
 Así, concluyó que toda vez que la accionante había sido desvinculada mientras se 
encontraba en circunstancias de debilidad manifiesta debido a su enfermedad, la 
entidad accionada “tenía la obligación de acudir a la autoridad del trabajo, para 
obtener la respectiva autorización de desvinculación, so pena de considerarse 
incursa en despido discriminatorio”.12  
En la sentencia T-405 de 2015, el Tribunal Constitucional estudió cuatro casos de 
trabajadores que solicitaban el amparo de los derechos a la estabilidad laboral 
reforzada y al mínimo vital, tras haber sido terminada su relación laboral a pesar de 
padecer afectaciones sustanciales de salud. Uno de los actores padecía distintas 

 
10  En tal sentido, explicó que quienes sean titulares del derecho a la estabilidad laboral reforzada se benefician 

tanto de la prohibición que pesa sobre el empleador de despedir o terminarle su contrato a una persona limitada 

por razón de su limitación, salvo que medie autorización de la oficina de Trabajo, así como de la obligación del 

juez de presumir el despido discriminatorio, cuando una persona en circunstancias de debilidad manifiesta es 

desvinculada del empleo sin autorización de la oficina del trabajo. 
11 Sentencias T-663, T-132 de 2011 y el artículo 26 de la Ley 361 de 1997. 
12 No obstante, a pesar de que la Corte encontró acreditada la vulneración al derecho a la estabilidad laboral 

reforzada, no ordenó el reintegro de la accionante en razón a que había sido calificada con una pérdida de 

capacidad laboral superior al 72%, situación que evidenciaba la imposibilidad de su reincorporación, pero que 

igualmente permitía al juez de tutela, en uso de las facultades extra y ultra petita, analizar el cumplimiento de 

los requisitos para el reconocimiento de una pensión por invalidez, como en efecto se hizo. 
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dolencias en sus manos, rodillas y espalda, las cuales le ocasionaron una disminución 
física para trabajar; otro había sido diagnosticado con cáncer gástrico razón por la 
cual se encontraba recibiendo tratamiento médico; en el tercer expediente la 
trabajadora padecía un tumor maligno de comportamiento desconocido que le 
ocasionaba un dolor pélvico severo, encontrándose incapacitada al momento del 
despido; en la cuarta acción, el actor presentaba síndrome del túnel carpiano 
bilateral severo, enfermedad profesional por la cual le habían practicado un 
procedimiento quirúrgico. 
Como problema jurídico, la Sala de Revisión consideró necesario determinar si los 
respectivos empleadores habían trasgredido las prerrogativas fundamentales 
invocadas por los accionantes, al desvincularlos de sus correspondientes trabajos sin 
tener en cuenta las afectaciones de salud que los aquejaban. 
 De acuerdo con dicho planteamiento, se reiteró la jurisprudencia de la Corporación 
según la cual cuando el juez constitucional comprueba que el 
empleador: “(a) desvinculó a un sujeto titular del derecho a la estabilidad laboral 
reforzada sin solicitar la autorización de la oficina del trabajo, y (b) no logró 
desvirtuar la presunción de despido discriminatorio, (…) tiene el deber prima facie de 
reconocer a favor del trabajador: (…) la ineficacia de la terminación o del despido 
laboral (…); el derecho a ser reintegrado a un cargo que ofrezca condiciones iguales 
o mejores que las del cargo desempeñado (…);13 el derecho a recibir capacitación 
para cumplir con las tareas de su nuevo cargo (…),14y (…) el derecho a recibir “una 
indemnización equivalente a ciento ochenta días del salario, sin perjuicio de las 
demás prestaciones e indemnizaciones a que hubiere lugar de acuerdo con el Código 
Sustantivo del Trabajo.” 
 De conformidad con lo anterior, en la mayoría de los casos, la Corte determinó la 
vulneración de los derechos fundamentales de los accionantes al advertir la 
concurrencia de los siguientes requisitos: (i) la disminución sustancial de la salud de 
los trabajadores por lo cual les asistía el derecho a la estabilidad laboral reforzada; 
(ii) que el despido se había efectuado sin autorización del Ministerio del Trabajo; y 
(iii) que el empleador no había logrado desvirtuar la presunción de despido 
discriminatorio. Por consiguiente, amparó los derechos al mínimo vital y a la 
estabilidad laboral reforzada invocados por los peticionarios. 
 En un único caso, la Sala decidió denegar las pretensiones al advertir que no se 
demostró el despido del trabajador sino la renuncia al cargo; así refirió que: “para 
proteger el derecho a la estabilidad laboral reforzada por medio de la acción de 
tutela, [es] necesario que est[é] demostrado que la terminación de la relación laboral 
fue imputable exclusivamente al empleador, bien sea por despido directo o indirecto, 
ya que éste es quien tiene la carga de garantizar la estabilidad laboral reforzada. 

 
13 “En efecto, y en relación con las consecuencias (i) y (ii), la Corte declaró que el inciso segundo del artículo 

26 debía ser declarado exequible, bajo el entendimiento de que “carece de todo efecto jurídico el despido o la 

terminación del contrato de una persona por razón de su limitación sin que exista autorización previa de la 

oficina de Trabajo que constate la configuración de la existencia de una justa causa para el despido o 

terminación del respectivo contrato”. Sentencia C-531 de 2000.” 
14 “Según el artículo 54 de la Constitución, la capacitación profesional de las personas disminuidas físicas, 

psíquicas o sensoriales es un derecho fundamental.  Dice, el citado precepto: “[e]s obligación del Estado y de 

los empleadores ofrecer formación y habilitación profesional y técnica a quienes lo requieran. El Estado debe 

propiciar la ubicación laboral de las personas en edad de trabajar y garantizar a los minusválidos el derecho 

a un trabajo acorde con sus condiciones de salud”. Por lo demás, la de ofrecerle capacitación al trabajador 

en condición de debilidad manifiesta, es una de las órdenes impartidas por la Corte Constitucional, entre otras, 

por ejemplo en la Sentencia T-1040 de 2001 (…). En esa oportunidad, la Corte resolvió, refiriéndose a 

la  empresa demandada: “deberá capacitarla [a la persona solicitante] para cumplir tales funciones de la 

misma forma como se realiza la capacitación a los demás empleados de la empresa”. 
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(…) [S]i no se logr[a] establecer esta situación deb[e] declararse la improcedencia 
de la acción de tutela.” 
 Cabe resaltar que en uno de los expedientes, frente a la manifestación del 
empleador respecto a que el despido lo había motivado una justa causa, a saber, el 
incumplimiento de los deberes de la trabajadora, se sostuvo: “la Sala de Revisión 
considera que esas afirmaciones no alcanzan a desvirtuar la presunción de despido 
discriminatorio […]. Por lo tanto, si la empresa accionada considera que la actora ha 
incumplido reiteradamente con sus obligaciones laborales, deberá solicitar al 
Ministerio del Trabajo la autorización para terminación el contrato de trabajo por 
justa causa”. 
 En similar sentido se pronunció la Corte en la sentencia T-317 de 2017 al resolver 
una acción de tutela presentada por una persona que adquirió una hipoacusia en el 
ejercicio de sus funciones, y a pesar de su deterioro de salud el empleador dio por 
terminada la relación laboral por vencimiento del plazo pactado. 
 El problema jurídico se centró en determinar si la empresa accionada había 
vulnerado el derecho fundamental a la estabilidad laboral reforzada del actor al dar 
por finalizado el contrato sin la autorización del Ministerio del Trabajo. 
 La Corte estableció que la protección de los trabajadores que se encuentran en 
situación de discapacidad, también se hace extensiva a quienes cuentan con 
limitaciones físicas, psíquicas o sensoriales; igualmente indicó que: “[a] estas 
personas se les debe brindar asesoría y seguimiento para afrontar las condiciones 
derivadas de la pérdida o merma de la capacidad laboral. En cumplimiento de ello, 
al empleador le asiste el deber de reubicar al trabajador ‘en un puesto de trabajo 
que le permita maximizar su productividad y alcanzar su realización profesional’,15 de 
tal forma que quienes se encuentran con limitaciones a causa de su salud logren 
aumentar el rendimiento y se fomente la solidaridad.” 
 Concretamente, esta Corporación estimó la vulneración del derecho a la estabilidad 
laboral reforzada del empleado, al encontrar acreditados los siguientes supuestos: 
(i) la disminución física o sensorial del trabajador que le impedía desarrollar su labor, 
(ii) que el empleador tenía conocimiento de esta circunstancia, y (iii) la 
desvinculación sin la autorización del Ministerio de Trabajo. Por lo tanto, siguiendo 
el contenido del artículo 26 de la Ley 361 de 1997, sostuvo que: 

“[É]l juez que conozca del asunto tiene el deber prima facie de reconocer a 
favor del trabajador: i) la ineficacia de la terminación o del despido laboral; 
ii) el derecho a ser reintegrado a un cargo que ofrezca condiciones iguales o 
mejores que las del cargo desempeñado hasta su desvinculación, iii) el 
derecho a recibir capacitación para cumplir con las tareas de su nuevo cargo, 
si es el caso (art. 54, C.P.)16 y iv) el derecho a recibir una indemnización 
equivalente a ciento ochenta días del salario.” 

 De tal modo, ordenó a la entidad accionada proceder al reintegro al cargo que 
desempeñaba o a uno de igual o superior jerarquía sin solución de continuidad; 

 
15 “Sentencia T-111 de 2012, M.P. María Victoria Calle Correa.” 
16 Según el artículo 54 de la Constitución, la capacitación profesional de las personas disminuidas físicas, 

psíquicas o sensoriales es un derecho fundamental.  Dice el citado precepto: “[e]s obligación del Estado y de 

los empleadores ofrecer formación y habilitación profesional y técnica a quienes lo requieran. El Estado debe 

propiciar la ubicación laboral de las personas en edad de trabajar y garantizar a los minusválidos el derecho 

a un trabajo acorde con sus condiciones de salud”. Por lo demás, la disposición de ofrecerle capacitación al 

trabajador en condición de debilidad manifiesta, es una de las órdenes impartidas por la Corte Constitucional, 

entre otras, por ejemplo en la Sentencia T-1040 de 2001, MP Rodrigo Escobar Gil. En esa oportunidad, la 

Corte resolvió, refiriéndose a la empresa demandada: “deberá capacitarla [a la persona solicitante] para 

cumplir tales funciones de la misma forma como se realiza la capacitación a los demás empleados de la 

empresa”. 
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pagar los salarios y las prestaciones sociales que legalmente le correspondían; 
efectuar los aportes al Sistema General de Seguridad Social y pagar la sanción 
consistente en 180 días de salario. 
 En la SU-049 de 2017 el Tribunal constitucional estudió la acción de tutela 
interpuesta por una persona que se desempeñaba como conductor de vehículos de 
carga en virtud de un contrato de prestación de servicios. No obstante, el vínculo 
fue terminado por la compañía contratante y sin autorización previa del inspector 
del trabajo antes del vencimiento del plazo inicialmente pactado. Al momento de 
finalizarse la relación contractual el actor sufría una grave afectación en su estado 
de salud como consecuencia de un accidente de origen laboral. 
 Acorde con lo expuesto, el pleno de la Corte reiteró las reglas establecidas respecto 
de la estabilidad laboral reforzada de los sujetos en circunstancias de debilidad 
manifiesta por razones de salud. Así mismo, determinó que dicha figura se admitía 
tanto en vínculos de naturaleza laboral como de prestación de servicios. Sin 
embargo, de evidenciarse este último tipo de vinculación, se puntualizó que el juez 
constitucional no estaba llamado a ordenar el reintegro y el pago de la indemnización 
de los 180 días de remuneración salarial, comoquiera que en estricto sentido no se 
trataba de una relación laboral cobijada por la regulación propia del derecho laboral. 
 En la referida providencia también se estableció que: “más que hablar de un 
principio de estabilidad laboral reforzada, que remite nominalmente por regla a las 
relaciones de trabajo dependiente, debe hablarse del derecho fundamental a 
la estabilidad ocupacional reforzada, por ser una denominación más amplia y 
comprehensiva.” Ello con el objetivo de ampliar el marco de protección en los 
contratos de prestación de servicios celebrados entre particulares y, en los términos 
del artículo 26 de la Ley 361 de 1991, sancionar al contratante que desvincula a un 
contratista en situación de debilidad manifiesta por sus afecciones de salud. 
 En la sentencia T-502 de 2017, esta Corporación analizó el caso de un trabajador 
que prestó sus servicios como cortador de caña y mientras se encontraba realizando 
sus funciones sufrió un accidente laboral que le ocasionó un fuerte dolor lumbar. Del 
anterior episodio se derivaron incapacidades sucesivas desde el 14 de septiembre 
del año 2013 hasta el 3 de enero de 2016. Por su parte, la empleadora sostenía que 
la terminación del vínculo contractual se debió a que el trabajador habría 
abandonado su cargo. 
 El problema jurídico se centró en determinar si la accionada vulneró los derechos  a 
la salud, a la seguridad social y a la estabilidad laboral reforzada del trabajador, al 
terminar su relación laboral sin tener en cuenta la afectación de su estado de salud. 
 La Sala de Revisión concluyó que al peticionario le asistía el derecho a la estabilidad 
laboral reforzada, toda vez que se acreditaban los siguientes supuestos: 

“a)    Al momento de la terminación unilateral del contrato de trabajo, el 
accionante se encontraba incapacitado y en trámite para determinar la 
pérdida de capacidad laboral (…). b)   No existió causal objetiva para su 
desvinculación. La [accionada] dio por terminada la relación laboral sin previo 
aviso y de forma unilateral, bajo el argumento de que el [accionante] 
abandonó su puesto de trabajo, sin tener en cuenta que éste no se volvió a 
presentar a su lugar de trabajo debido a que se encontraba incapacitado. 
c)    […] podría afirmarse que la causa que dio origen a la relación laboral 
subsiste. d)   La terminación de la relación laboral se realizó sin la previa 
autorización del Ministerio de trabajo.” 

 Recientemente en la sentencia T-305 de 2018, se examinaron cuatro casos de 
empleados que estimaban trasgredidos sus derechos fundamentales como 
consecuencia de la terminación de sus respectivas relaciones laborales, sin tener en 
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cuenta que se encontraban bajo tratamientos de salud debido a sus patologías. 
Únicamente en dos casos este Tribunal consideró que los actores estaban cobijados 
por el derecho a la estabilidad laboral reforzada por debilidad manifiesta en razón a 
su situación de discapacidad. 
En uno de los asuntos se declaró la carencia actual de objeto, toda vez que el actor 
falleció durante el trámite surtido en sede de revisión; finalmente, en la cuarta 
acción, la Sala consideró que el empleador había logrado acreditar que el despido 
se ocasionó como consecuencia de las faltas disciplinarias de la empleada y no como 
un acto discriminatorio por su estado de salud. En efecto se indicó: 
 

“[E]n el presente caso no se advierte un despido arbitrario o discriminatorio 
relacionado con su estado de salud. Por el contrario, se observa una justa 
causa legal que permite al empleador dar por finalizada la relación laboral 
como sería el bajo rendimiento de la accionante y sus faltas disciplinarias. 
Además, aunque la […] estaba en control médico para prevenir la reaparición 
de la enfermedad que la incapacitó durante el año 2012, no reportaba para 
el momento de la terminación del contrato tratamiento alguno o 
incapacidad médica que la haga beneficiaria de la estabilidad laboral 
alegada y garantice su permanencia en el empleo.” Negrillas fuera del 
original. 

 En suma, el trabajador que pierde o ve disminuida sustancialmente su capacidad 
laboral tiene derecho a no ser despedido y a ser reubicado en tareas acordes a sus 
capacidades, habilidades y competencias.17 En caso contrario, se presume que la 
desvinculación tuvo como fundamento la condición de discapacidad, y la misma se 
torna ineficaz. 
 Dicha regla debe ser aplicada por el juez constitucional de encontrar acreditados 
los siguientes supuestos: (i) el trabajador presente padecimientos de salud que 
involucren una afectación sustancial en el ejercicio de sus funciones; (ii) el 
empleador hubiese conocido tal condición en un momento previo al despido; (iii) no 
exista autorización previa del Ministerio del Trabajo para efectuar el despido; y (iv) 
el empleador no logre desvirtuar la presunción de despido discriminatorio. 
 Existencia digna y dolor 
 La dignidad humana es un valor fundante y constitutivo de nuestro ordenamiento 
jurídico, un principio constitucional y un derecho fundamental autónomo. 
 Como derecho fundamental, la jurisprudencia constitucional ha encontrado en la 
dignidad humana tres dimensiones, a saber: “(i) el derecho a vivir como se quiera, 
que consiste en la posibilidad de desarrollar un plan de vida de acuerdo a la propia 
voluntad del individuo; (ii) el derecho a vivir bien, que comprende el contar con unas 
condiciones mínimas de existencia; y (iii) el derecho a vivir sin humillaciones, que se 
identifica con las limitaciones del poder de los demás.”18  
  A su vez, desde temprano ha considerado que la salud, la integridad física, psíquica 
y espiritual, así como el acceso a las condiciones materiales mínimas de existencia, 
entre otros, constituyen los presupuestos irreductibles para una vida digna.19  
En la sentencia T-033 de 2013, la Corte explicó que el derecho a la salud guarda 
una estrecha relación con la dignidad humana toda vez que las prestaciones propias 
de esta prerrogativa, permiten que el individuo desarrolle “plenamente las diferentes 

 
17 Cfr. nota al pie n° 40. 
18 Sentencia C-077 de 2017 y T-881 del 2002. 
19 Sentencia T-499 de 1992. 
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funciones y actividades naturales del ser humano, lo que consecuentemente elev[a] 
el nivel de oportunidades para la elección y ejecución de un estilo de vida.”20  
Dicha relación también implica que las afectación o puesta en peligro del derecho a 
la salud, niegue la dignidad humana del sujeto y comprometa su derecho a vivir 
bien, a no recibir tratos crueles inhumanos o degradantes y a contar con las 
condiciones mínimas de existencia. 
 En la sentencia T-499 de 1992, la Corte estudió una acción de tutela interpuesta 
por quien padecía una lesión en la columna vertebral que le ocasionada severos 
dolores; su médico tratante le había ordenado la realización de un procedimiento 
quirúrgico; sin embargo el mismo no había sido realizado por la EPS accionada. En 
esa oportunidad precisó la Corporación: 

“Una lesión que ocasiona dolor a la persona y que puede ser conjurada 
mediante una intervención quirúrgica, se constituye en una forma de trato 
cruel (CP art. 12) cuando, verificada su existencia, se omite el tratamiento 
para su curación.  El dolor intenso reduce las capacidades de la persona, 
impide su libre desarrollo y afecta su integridad física y psíquica. La autoridad 
competente que se niega, sin justificación suficiente, a tomar las medidas 
necesarias para evitarlo, omite sus deberes, desconoce el principio de la 
dignidad humana y vulnera los derechos a la salud y la integridad física, 
psíquica y moral de la persona.” 

 Adicionalmente se consideró que “[e]l dolor envilece a la persona que lo sufre. Si 
quien está en el deber de impedirlo no lo hace, incurre con su omisión en la 
vulneración del derecho a la integridad personal del afectado, […].” 
En la sentencia T-365 de 2006, se analizó el caso de un paciente que sufría de una 
afección en su columna que le ocasionaba un dolor tipo neuropático, para cuyo 
tratamiento requería un medicamento que se encontraba por fuera del Plan Básico 
de Salud –PBS-, razón por la cual no había sido suministrado por su EPS. Este 
Tribunal constitucional expuso que 

“En estos casos la Corporación ha señalado que la prolongación en el tiempo 
del dolor o permitir la intensificación del mismo, equivale a someter a una 
persona a un trato inhumano, cruel y degradante, contrariando de esta 
manera lo dispuesto en el artículo 12 de la Carta Política”.[78]    

 A través del fallo T-690 de 2006, se resolvió la acción de tutela presentada por 
un adulto mayor que padecía glaucoma, razón por la cual solicitaba a su EPS 
suministrar el tratamiento excluido del PBS que había sido ordenado por su médico 
tratante. En aquella oportunidad la Corte recordó que “la adecuada protección de 
los derechos fundamentales en el Estado social y democrático de derecho, que es la 
tarea básica del juez constitucional (Art. 2 C.P.), torna inadmisible la postura según 
la cual debe condenarse a un individuo a padecer dolor por falta de tratamiento 
médico efectivo, pues ello conduciría a la negación de su dignidad humana.  Es decir, 
un Estado constitucional no puede admitir que se condene a una persona a tolerar 
un dolor que no se remite con el tratamiento inicialmente prescrito pues ello 
cuestionaría su valía como ser digno.”   
Así pues, se expuso que si existe una alternativa para superar el dolor, se debe 
acudir a ella, de manera que se impida “que de la vida digna se haga una proclama 
insulsa y permite que se le dé un contenido material como derecho (…). Lo contrario 
implicaría aceptar que los derechos del individuo son cláusulas vacías, sin posibilidad 
alguna de exigibilidad; es decir, simples declaraciones sin fuerza coercitiva que se 
limitan al campo de la titularidad sin extenderse al de su ejercicio efectivo”. 

 
20 Citando la sentencia T-527 de 2008. 
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 En la sentencia C-313 de 2014, por medio de la cual se estudió la 
constitucionalidad del proyecto de la ley estatuaria de salud;[79] la Corte sostuvo que 
la jurisprudencia constitucional se ha preocupado no solo por la integridad física sino 
también por otros bienes de especial protección (dignidad humana y autonomía 
individual) que resultan quebrantados cuando el sistema de salud es displicente ante 
la tragedia humana. Bajo tal argumento, exaltó y consecuentemente declaró la 
exequibilidad del literal “o”, artículo 10º de la norma, el cual señala: 

“Derechos y deberes de las personas, relacionados con la prestación del 
servicio de salud. Las personas tienen los siguientes derechos relacionados 
con la prestación del servicio de salud: (…) o) A no ser sometido en ningún 
caso a tratos crueles o inhumanos que afecten su dignidad, ni a ser obligados 
a soportar sufrimiento evitable, ni obligados a padecer enfermedades que 
pueden recibir tratamiento (…).” 

 En conclusión, la Corte ha indicado que la salud, la integridad física, psíquica y 
espiritual, así como el acceso a las condiciones materiales mínimas de existencia, 
constituyen los presupuestos irreductibles para una vida digna. En tal sentido, la 
ausencia de tratamiento médico efectivo que condena a un individuo a padecer 
dolor, conduce a la negación de la dignidad humana, y equivale a someter al 
individuo a un trato cruel, inhumano y degradante. 
El reconocimiento de daños morales por despidos injustificados 
 
En reciente pronunciamiento, la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justica dejó 
abierta la posibilidad de reclamar una reparación por daños morales cuando un 
trabajador es despedido de manera injustificada. Si bien no desconocemos que 
eventualmente cualquiera de las partes de la relación laboral pueda verse inmersa 
en la obligación de reparar un daño moral, planteamos de entrada los siguientes 
interrogantes, con los cuales pretendemos anticipar nuestro desconcierto con la 
decisión adoptada. ¿El despido injustificado representa por sí mimo la generación de 
un perjuicio moral, a pesar que desde el inicio de la relación laboral es una situación 
que se tiene clara como probable? ¿Lo sería también si el trabajador es quien 
renuncia de manera abrupta? 
En efecto, con motivo de la sentencia del 22 de octubre del 2014, este tribunal tuvo 
la oportunidad de reconocer el derecho de una trabajadora para que se le indemnice 
o repare el deterioro en su órbita afectiva, producto de una supuesta actuación 
arbitraria de su empleador, y dejó de precedente la siguiente regla para su 
causación: es necesario ponderar la manera como el trabajador se vio afectado en 
su fuero interno, y cómo la actividad de la empresa lo lesionó injustamente. Desde 
ya adelantamos que este criterio es demasiado abstracto. 
El motivo fundamental de esta decisión es que para la Sala de Casación Laboral, la 
indemnización tarifada prevista en la Ley 789 del 2002 (art. 64, CST) solo incluye 
los conceptos de daño patrimonial (lucro cesante y daño emergente), dejando de 
lado las lesiones de carácter extrapatrimonial y, consiguientemente, representa una 
vulneración de los principios de reparación integral. En este sentido, señala la Corte 
que excepcionalmente hay lugar a esta reparación, cuando resulte probado que la 
esfera afectiva y espiritual de una persona se vio afectada por el despido injusto, ya 
que un vínculo laboral genera diferentes espacios vitales, como cierta aspiración al 
reconocimiento de la labor efectuada y a la contraprestación moral por la misma, 
máxime cuando ella va acompañada de una trayectoria intachable y de una actividad 
proactiva. 
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De lo dicho hasta este punto debemos hacer el siguiente reparo. Salvo los casos de 
estabilidad reforzada, el empleador siempre puede tomar la decisión de poner fin a 
la relación de trabajo, bien sea pagando la suma que establece la ley o sin hacer 
emolumento alguno, siempre y cuando se configure una justa causa. Pese a que el 
supuesto de hecho de la sentencia es completamente distinto, este fallo es 
demasiado general y puede ocasionar que cualquier cosa constituya un daño moral, 
ya que en últimas cualquier despido injusto trae consigo dolor, pesar y sufrimiento. 
  
De ahí que la duda que se nos genera es que si el patrono quiere dar por finalizada 
la relación contractual que lo ata con su empleado, además de pagar lo que por ley 
corresponde, debe prepararse para que, en cualquier momento, le llegue una 
demanda que reclama los perjuicios morales no pagados. Lo anterior no es una 
exageración, sabido que en Colombia la seguridad jurídica no es un valor, sino una 
“sensación”; es decir, puede pasar lo que sea, máxime si le sumamos que el monto 
de una indemnización por perjuicio moral lo establece el arbitrio judicial. 
Ante la falta de claridad de la sentencia, el anterior “entuerto” debe solucionarse 
desde los principios básicos del derecho de daños. Es evidente que un despido 
genera tristeza, frustraciones y dolor. No obstante, debe examinarse si ese 
trabajador estaba en la obligación de soportar esa circunstancia, como sucede 
cuando se trata de un despido injustificado haciendo uso de la facultad resolutoria 
tácita prevista en la norma, caso en el cual la finalización del contrato de trabajo 
hace parte de las vicisitudes propias y de la facultad legal de subordinación que 
posee el empleador, no siendo posible, en nuestra opinión, la reclamación por 
perjuicios morales. Cosa distinta es si la terminación fuese arbitraria, irracional o no 
se pagó la indemnización del artículo 64 del CST, eventos en los cuales 
encontraríamos razonable la reclamación del perjuicio moral, toda vez que se 
superaron las circunstancias propias del contrato de trabajo. 
Respecto a la indemnización por perjuicios morales señaló la sala laboral de la Corte 
suprema de justicia en sentencia SL721-2020 radicación 72353: 
 
«Con todo, la sala considera conveniente recordar que la procedencia de la condena 
por perjuicios morales es un tema que se ha tornado pacífico para la jurisprudencia 
laboral, como se reiteró en sentencia CSJ SL4570-2019, en los siguientes términos: 
Si bien el daño moral se ubica en lo más íntimo del ser humano y por lo mismo 
resulta inestimable en términos económicos, no obstante, a manera de relativa 
satisfacción, es factible establecer su cuantía. Para ello, es pertinente referir lo 
expuesto por esta Corte en sentencia CSJ SL 32720, 15 oct. 2008, que se reiteró en 
el fallo CSJ SL4665-2018, en cuanto a que la tasación del pretium doloris o precio 
del dolor, queda a discreción del juzgador, teniendo en cuenta el principio de 
dignidad humana consagrado en los artículos 1.º y 5.º de la Constitución Política, ya 
que según lo ha sostenido esta Corporación, en esa misma decisión, «para ello 
deberán evaluarse las consecuencias sicológicas y personales, así como las posibles 
angustias o trastornos emocionales que las personas sufran como consecuencia del 
daño». (CSJ SL-4570-2019). 

V. PRUEBAS 
 
Solicito decretar y practicar como tales las siguientes: 
 

5.1. DOCUMENTALES: 
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5.1.1. Copia Simple de la cédula de ciudadanía del señor DORIS MARLENY 
ZUÑIGA. 

5.1.2. Copia del formato de investigación de incidentes y accidentes de trabajo 
para empresas afiliadas ARP SURA, donde se puede establecer que la 
señora DORIS MARLENY ZUÑIGA, tuvo el accidente laboral en las 
empresas de la OLIMPICA DE BUENAVENTURA. 

5.1.3. Memorial enviado a la ARL SURA a fin de radicar las incapacidades 
prescritas a la señora DORIS MARLENY ZUÑIGA, del año 2013  

5.1.4. Memorial del 05 de julio de 2016, emitido por la empresa OPERADORES 
DE MERCARDOS Y GRANDES SUPERFICIES SAS, por medio del cual 
ordenan a la señora DORIS MARLENY ZUÑIGA, a reintegrarse a sus 
labores 

5.1.5. Copia del formato de rehabilitación reintegro y/o reubicación laboral, 
emitido el 12 de abril de 2018, por parte de la empresa OPERADORES DE 
MERCARDOS Y GRANDES SUPERFICIES SAS.  

5.1.6. Copia de mensajes internos entre el señor LEONARDO MACIAS de la 
empresa MAYORDOMIA Y EXCELSIOR SAS y el señor GERMAN CASTRO, 
Gerente de la Olimpica de Buenaventura.  

5.1.7. Copia del derecho de petición radicado el 13 de marzo de 2020, en las 
instalaciones de la olímpica, dirigido a OLIMPICA y a OPERADORES DE 
MERCARDOS Y GRANDES SUPERFICIES SAS.  

5.1.8. Copia de la respuesta de la OLIMPICA, rendida el 22 de mayo de 2020  
5.1.9. Copia del certificado del FONDO DE CESANTIAS PORVENIR, donde se 

puede establecer que solo le fue consignado las cesantías a la señora 
DORIS MARLENY ZUÑIGA, en los años 2012, 2013 y 2014. 

5.1.10. Copia del pantallazo enviado el 16/10/2020. 
5.1.11. Copia de Extrajuicio de la señora TADY CORDOBA VICTORIA, rendido 

en la Notaria Tercera de Buenaventura 
5.1.12. Copia de Extrajuicio de la señora MARIA CONCUELO ABRIL LOPEZ, 

rendido en la Notaria Tercera de Buenaventura  
5.1.13. Copia de Extrajuicio del señor ESMELIN ANGULO PLAZA, rendido en la 

Notaria Tercera de Buenaventura 
5.1.14. Poder a mi favor 

 
5.2. TESTIMONIALES.  

 
5.2.1 ESMELIN ANGULO PLAZA, identificado con la cédula de 

ciudadanía No. 16.488.343 de Buenaventura (V), puede ser 
ubicado en el barrio la Inmaculada Carrera 27 No. 8 – 25 en la 
ciudad de Buenaventura (V), quien puede corroborar los hechos de 
la demanda 2 al 22. No cuenta con correo electrónico. 
 

5.2.2 MARIA CONSUELO ABRIL LOPEZ, identificada con la cédula de 
ciudadanía No. 31.388.455 de Buenaventura (V), puede ser 
ubicada en la Calle 6 No. 69 B – 20 barrio Cambio en la ciudad de 
Buenaventura (V), quien puede corroborar los hechos de la 
demanda 2 al 22. No cuenta con correo electrónico. 

 

 
5.2.3 TADY CORDOBA VICTORIA, identificada con la cédula de 

ciudadanía No. 31.587.482 de Buenaventura (V), puede ser 
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ubicado en la Carrera 65 No. 65 – 25 barrio Camilo Torres en la 
ciudad de Buenaventura (V), quien puede corroborar los hechos de 
la demanda 2 al 22. No cuenta con correo electrónico  
 

 
5.3. DOCUMENTOS EN PODER DE LA DEMANDADA - EXHIBICIÓN DE 

DOCUMENTOS – OFICIOS 
 

Solicito de la manera más respetuosa para que se requiera a la parte demandada 
que con la CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA, anexe los siguientes documentos, 
que reposan a nombre de la ex trabajador señora DORIS MARLENY ZUÑIGA, 
persona igualmente mayor y vecino de esta ciudad, identificada con la cédula de 
ciudadanía 66.743.534 de Buenaventura  (V), esto al fin de demostrar la veracidad 
de los hechos que sirven de fundamento a esta demanda, con la so pena  de dar 
por no contestada la demanda en términos del parágrafo 1° del art 31 de la C.P .T   
y S.S., y el Decreto 13 de 1967 y de conformidad con los convenios internacionales 
del trabajo ratificados, en que se exige al empleador llevar diariamente un registro 
de trabajo suplementario de cada trabajador, en el que se especifique: nombre de 
éste, edad, sexo, actividad desarrollada, número de horas laboradas, indicando si 
son diurnas o nocturnas, y la liquidación de la sobre remuneración correspondiente, 
la carta del despido, y todo lo relacionado con el trabajador  

 
 

VI. PROCEDIMIENTO 
 
A la presente demanda debe dársele el trámite de un Proceso Ordinario Laboral de 
Primera Instancia, consagrado en el capítulo XIV Del Código Procesal de Trabajo. 
 
 

VII. COMPETENCIA Y CUANTÍA.  
 

 
Es usted competente, señor (a) juez, para conocer de la presente demanda, en 
consideración de la naturaleza del proceso, el lugar donde se prestó el servicio que 
fue en el municipio de Bogotá D.C 
 
La cuantía del proceso, la cual no supera los veinte (20) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
 

VIII. NOTIFICACIONES 
 

PARTE DEMANDANTE:  
 
DORIS MARLENY ZUÑIGA;  Puede ser ubicada en la Carrera 28 Calle 8 MZ 1650 
CASA 16 PISO 01 Barrio inmaculada; Cel. 317-3196781, 2412937; Email. 
drogueriareymon@hotmail.com 
 
 
PARTE DEMANDADAS 
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OPERADOR DE SERVICIOS EXCELSIOR SAS, puede ser ubicada en la Carrera 
60 No. 72 – 19 Barranquilla- Atlántico; Correo electrónico 
adrianamacias@mayordomia.com.  
 
MAYORDOMIA Y SERVICIOS S.A MAYORDOMIA S.A, puede ser ubicada en la 
Carrera 10 No. 5 – 18 BG B3 – 4 PQ INVESIONES ROMERO  Barranquilla- Atlántico; 
Correo electrónico info@mayordomia.com.  
 
OPERADORES DE MERCADOS & GRANDES SUPERFICIES SAS, puede ser 
ubicada en la Calle 25 Norte 5 A – 43 Oficina 303  Cali Valle del Cauca; Correo 
electrónico leonmacias@grupomayordomia.com 
 
OLIMPICA DE BUENAVENTURA, puede ser ubicada en la Cl. 2ª Sur 08  1ª; 
Oficina principal CALLE 53 No. 46 – 192 LO 3-01, correo electrónico 
“isorio@olimpica.com.co 
 
 
LA SUSCRITA. 
  
Calle 11 # 5 – 61 oficina 303 Edificio Valher Cali V; Cel.- 318-8946273; Canal Digital 
Valentinavargas0217@outlook.es  
 
 
 
Cordialmente, 
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